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1. INTRODUCCION 

Las sentencias de la Corte Supremn de Justicia de la Nación en las causas 
"Rivademar" y "Promenadc,,2, a nuestro juicio, justifican que los iuspubli­
cistas argen tinos nos replanteemos las ideas heredadas sobre la naturaleza 
jurídica de las ordenanzas municipales. 

El tema que nos proponernos ahordar~ no es de aquéllos puramente 
académicos. Por el contrario , tal como lo pone de manifiesto el segundo 
de los fa llos citados, resul! a de importantes consecuencias prácticas la 
toma de posición que haga el jurista en esta cuestión (v. gr., régimen juri. 
dieo, medios de impugnación, ctc.). 

1 Profewres de las Facultades de Derecho y de Ciencias &xm6micas de la 
Cnivc: r"idad Nacional de Cuyo. 

? 
- "Rivadcmar, Angela D. D. Martíncz Galván de e/ Municipalidad de Rosario", 
21 /3/89, L. L 1%9·(:-19: "Proll'!cnade. S.R.L. C/Muni l~ jpalidad de San Isidro", 
24/8/89, l A 1989-IV-121. 
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Como todos Jos estudios de derecho comparado, esperamos que el 
presente resulte sugerente -y por ende de utilidad- para los profesores y 
amigos chilenos que son hoy sus destinatarios, 

11. LOS CASOS RIVADEMAR y PROMENAOF. 

1) El caso "Rivademar" ha sitio uno de los mas importanles fallados por la 
Corte Suprema en los últimos años3

. En él se produce un importante 
cambio de rumbo en la caracwri1".ación de la naturaleza jurídica de los 
Municipios. 

Es que, segun sosliene Vergara4, luego de un primer período en que 
se dice que la Corte habría reconocido la tCJÜ de la autoflom t'a municipal 
(se cita "Fallos" 5-284, 9-279 Y 13-117), se volco por muchas décadas por la 
tesis de la autarquía admíllistratil'(J, sosteniendo que "las municipalidades 

J Para los romenta rios soh re el caso Rivad,.;mar y la jurisprullcnl'lil de la Co n e 
nacional sob re la naluraleza jurídica de 10 .. <; municipios remitimos a: BJASCHJ, 
Alberto, La Corte Suprema ha extendido carra de autol/omÍa a las municipalidades, 
#LL.~ 1989-C-47; VERGARA, Omar Alejandro, El n'tomo de la COrle a la autonomia 
municipal, ~J,A , ~ J989-11-624; '-as ¡mnogmil'as dI' las munlcipalidcuh';' upuniuh'l ll 
las provincias, "LI.." 1989-C-nO: B L U T (jOS I. Enrique. AmOr/amia o autarquia dí.: 
105 municipio,,. (Sobrt- las implictlllcjas trihutanas dI! 1m ny-t.!ltu' fallo d .. fe: Corte 
Suprema N acional ) , . 1..1.. .. 1989-C-1.053; l :SU· ... (;Hl. Alcjil nll ro J . l ,a no'1Uml{e: o 
juridica del municipio según la Corte Suprema , "Rr..:v. Der . Adm ." , ;\ 110 2, [\" ..... 1. p. 
121; I\1ARJENHO~'F, Miguel S., L a 5Upucsta autouomía IIwninj,al. 11¡.\ ró ric ,mu~nrl' las 
autonomías son anteriores a la ! onnaclón del prop io Estado. lécli i("amí.'nt~·, den/ru 
del curso nomzal del Escado, no ('xis1cn autonomía.\" 'sobre'o: illio llC.C' o '1/ pO,\ la¡Ón '. 

"LL.~ 1990-R-l.012; IJERRE, .... OOtU·. nanir! F... l.os m unjctpio\ az la "ida 
administrntiva y po!iciCQ, "E.O." 133-537; D10."~ RJ ( A MI'OS, Germán 1.. SemillltiCl1 y 
onticidad: IJormQs y realidad t'n lOmo de los nJull icipim prul"inc;all!s . MED." 11:1-
538; ABALQ~, María Gabriela , ¿La rt'ciente jurúpn:dmcia de la COf(C SUpl"I'JJ¡';¡ h(j 
variado el alcalice de la allfonomía municipal? Jrahaj o a puhlicarse en "Rc\'. del 
foro de Cuyo" , T. 4. 

4 VENGARA, op cil., pp. 624 Y ~20 . rcspcctl\-a mc nlt . donde pa rcro.: ~egull la OpI ­
nión de Hf:.R¡":AJ'o:OEZ (h ), A 1\lon io M., IJcrecw., MUll iá p.11. Oepalma . n". íh . j984. 
vol. L N° 3 13, p. 306. 
MARiENHOFF, L,¡ supuesta all fO/ lomia IIlllnicipal. op. cit.. p. !.on : ni\! "::: h<.l cri t i ­
cado esta afirmación, señalill\Jo ql'c en esta "rcferennü h,lY un erro !" material . 
pues, contrariamente a lo afil'nléld o pur dicho allJ Or, la Corte Sup ren',¡ lIe Justicia 
de la Nación en ninguna de esas se lltc l lCia~ ~IUV() -ni lo dio ¡ ¡ Ctllcn<.1.cr· que l a ~ 
municipalidades fuesen 'autÓn0mas'. :\ sí lo puede comprobar el IC(' l n r compu l­
sando dichos volúmenes en los Il1ga rc~ indirados. M 

Hemos seguido este consejo, de biendo dar 1<1 r;.1/01l al maest ro ~·1.J\. I<l! · ' H ('FF. 
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no son más que delegaciones de los poderes provinciales, circuns(.ntas a 
fines y límites administrativos que la Constitución ha previsto como enri~ 
dades del r~imen provincial y sujetas a su propia legislación (an. 5°, 
Consto Nac.)' 

En el .-.;aso de marras, la actora impugnó por recurso contenciosoad­
ministrativo de plena juri~dicción al decreto 1.737/84, emanado del Inten­
dente de la Municipalidad de Rosario, que había dejado sin creao su 
designación como agente de la comuna. 

Esa designaci6n se había producido como pianista profesional en la 
categoría 20, como consecuencia de una contratación como solista de 
piano y clave, en el año 1978, junto con otros músicos, previa selección de 
una terna de postulantes. 

En el ~ño 1983, se dicta el decreto 1.709, que incorpora a Angela 
MartÍnez Galván de Rivademar a la planta de personal permanente, en 
iguales condiciones que SU5 coleg<ls integrantes del quinteto. Este cambio 
en la situación de ct:Vista luvO cobertura legal en el art. 133, del anexo 1, 
de la ley provincial 9.286, que exigía tres meses de antigüedad, para que 
los agentes pudieran acceder a la planta permanente de agentes 
comunales. 

La Municipalidad había sancionado mediante la ordenanza 3.583/84 
un nuevo l!stcHUto para el personal municipal, siguiendo las pautas del 
establecido por ley 9.286, pero excluyendo algunas de las disposiciones 
contenidas en esta última, entre las que se encontraba el mentado 3rt. 133, 
que fundara la incorpor(tción de la aClora al plantel permanente. Asi­
mismo, el Concejo municipal había autorizado por decreto 6.053/ 84, al 
Intendente, a revisar las designaciones efectuadas en la planta permanente 
durante el período de facto. correspondientes a las categorías L9 a 23. 

En el pleito, la Municipalidad de Rosario sostuvo la ¡nconstituciona­
lidad de. la ley 9.2&. porque, <11 sancionar el estatuto y escalafón del perso­
nal municipal, había avasallado su lIutonomía en esta materia . 

Para dar la razón a la demandada, la sentencia debe, en el conside­
rando 8), comenzar por sentar "que un nu(."'Vo y más detenido examen de 
la cuestión aconseja, en el momento actual, revisar esa doctrina que se ha 
manLenido casi invariablemente en la jurisprudencia de esfa Corte". 

Da una serie de pautas que, a criterio del alto tribunal, mal se avie· 
nen con el concepto de alltarquía municipaL Entre ellas, s610 nos interesa 

5 Conl"., YhKGAlt.\ , op. cit. , [l. !J20; L¡¡"·ARES QUINTANA, Segundo Y., Gobierno y 
Adminis(TaciólI de la República Argcnrino , TEA Bs. As., !Y59, l. n, p. 66, donde se 
cilan los cas.os de · Fallo$~ 308403: 12~2\: 114-282; 94-421, entre mucl\os otros. 
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destacar la cuarta: "el carácter de legislación local de las ordenanzas muni­
cípales frente al .de resoluciones adminislraliva~ de las emanadas de las 
auton'dades de las entidades autárquicas", 

2) Esta doctrina de la naturaleza legislativa de las ordenanzas fue, al poco 
tiempo, desarrollada en el también citado caso "Promenade", 

En él, la empresa Promenade S,R.L había demandado al municipio 
de San Isidro, provincia de Buenos Aires, los daños y perjuicios provoca· 
dos por la revocación, mediante la ordenanza 5.203/76, del permiso de 
construcción de un centro habitacional, comercial y cultural. Se lrataba 
del "Paseo de Fátima", obra parcialmente ejecutada. 

En el año 1974 la actora había iniciado un expediente de consulta 
ante la Municipalidad demandada, para obtener autorización para realizar 
la construcción de la mentada obra, advirtiendo que el Código de Edifica· 
ción vigente por entonces calificaba como "zona parque" el área de 
emplazamiento elegido. 

Previos los informes técnicos pertinentes, el Concejo Deliberante 
sancionó la ordenanza 4.744, el 16/9/74, autorizando al Departamento 
Ejecutivo a aprobar el proyecto presentado por la actora. Esta ordenanza 
fue promulgada por decreto 496/74 y, posteriormente, la Municipaiidad 
aprobó los planos respectivos. 

Al año siguiente, la ordenanza 5.003/75 autorizó que en el mismo 
edificio, una vez construido, funcionaran inslalaciones destinadas a sala de 
confe:encias, convencíones, cine y teatro. 

Cuando la actora había adquirido el terreno en que se realizarían las 
obras y éstas estaban ejecutadas aproximadamente en el 65%, el Inten­
dente "de facto" dicto el decreto 317/76, disponiendo su paralización. 
hasta tanto se revisaran los antecedentes y circunstancias que dieron ori­
gen a la ordenanza 4.744/74. 

Posteriormente, la Municipalidad demandada obtiene del 
gobernador "de facto" el dictado de la ordenanza 5.203/76, mediante la 
cual se derogó por razones de necesidad y conveniencia. las ordenanzas 
4.744/74 y 5.003/75. 

En esta sentencia se revocó el fallo de la Suprema Corte de la Prow 

vincia de Buenos Aires, que había rechazado la demanda, con fundamento 
en el principio de inderogabilidad particular de los reglamentos6

. 

6 Este fallo puede consultarse en "Reg. de la Adm. Púb.", Año la, NQ 112. p. 81, 
COIl comentario de BARRA, Rodolfo e, Responsabilidad del Estado por acto admi­
nistrativo licito que revoca un acto amerior por razolles de legItimidad, en la misma 
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La Corte nacionClL hacil:n do SLiy'-' el dictamen de la Procuradora Fis­
cal , Dra M aría (J , H, ci riz, cunsideró "qu e d 'Ib.ldido principio no se aplica 
a los actm no rmat ivos de su~t<J ncia Icg!sbl ¡va. <.:nm(I lo son las o rdenanzas 
munidpa icl', respecto de I:l~ cua¡e~ l\¡bra n pl ena \/igi.: Jlcia las regl as gcne­
rale~ de ícr postetior dCl"(Jgal {'l7óli y {ex -"pecia!i.\" dero;:al ~('Il cn:¡{¡s· ' . 

Esta decIsión c.h,~ la Curte re toma el p ~eLcde n lc "RivadeIl1Jr" , en que, 
COln O ya dlJér':Hnu.~, se habí;¡ s.eñalal1 11 "el carácter de legislación loc(l 1 de 
lus ordena m ,'ls municipa les, fre nt<.~ al de resoluciones admini strativas de 
las emanaú,l.'-: de las ,Ili ror idadcs de las entidades aU I ~lrqu icas" . 

I'ero dJ(;h:.J d0Ct rina, que podíamos sostener que en "Rivademar" 
const ituía !i6 10 un oh ilr'l' dir 'rum , en e l C(lW "Promen:lde" t'S dc~arro ll a da 

como ilrgumelll o c<.',Hral J dC'(; isi\'o P ;J(ll la suerte de! pleiro 
Se cnt ¡;ndió qm: "las ordcnall/.a~ han sid~) nítid¡)mentl~ dit'c renciadas 

de las reglanwnwciü:\es de los órganl)S burocréÍ ticos O descentndizad('s de 
la aclmin ist r<.l(,:ión cOlllunai, I dil i O po r Sll S r.:M:lc:crístic.:as fonnale5, como 
por e l urigcn y conf'ormnción del órg8 no c.h..:1 que e manan y el procedi­
miento dc su ftlrmi.J~: i () n '! s~tl(..:i ón_ LIS (lrdcn <lJl7.a~ CnUtnofl d e: un l"l rga no 
<.le gohicrno elegido por d surragio popula r; C~, como la k -y, una cxpre~i ón 

'sobcrana' de la voluntad popu lar, oc la volu ntad comunitaria nrg,mizada. 
En c,Jmbio , el reglamento , si bi l~n nl.<:Jlc ri(ljmentc legi slüt ivo, emana de .un 
órga no que ejerce ,Kl iv idad esencialmente adminisl r¡.¡ tiv;:!, mcdia l1l c un 
cauce form a l d islinto , según un procedImiento que li e'nc COJllO 
caracte rística 1;;1 organii'.ación jcr{¡r'lu ica . El rcglí.lnlL'nt(\ que cn la 
eSlructura mun ió pa l es producto de la volulll ad de I(\ ~ órgann ~ c.it:c'.Jtivos 
(Int endente, St~c rct {jril) y run ,ionario~ depenc.Ji c ntcs), pcTttóm:(c a lu esft'Tcl 
de la 'admi nistración', que es tina 0TganlZ¡:¡dún instnuncm al dI;! gestión. 
tiene caracler vica n al y !>uhor(l i n ~1 permanc.nterncntc su v()luntad a I ~s 

normas dict adas por los rcpres(: ntanl c~ dirc(t ~!!' de! rll ~h lo 

1II . ANTEClé DENTES DOCf!O NARIOS y JURI SPRUD ENClALES 

Los fallo!. comentados, e n In que ;¡¡ Iu í nos intcresa, vie nen <l poner fin i.i 

una vieja po lé mica (:n lorno a la nah' r:llez~~ .luridi <.:a de las ordenanzas 
municip<:lles . 

1) Una primera corrie nte, que sosten;" la t csi~ de que las onjcnan7.a~ eran 
verdaderas leyes -cn c1 "sentido fo rnw1"7 del lérmino- hahía tcnidr, ac tl-

revi!;ta , p. 7. 

7 BIEL."A en:.cña en lJl..·/i.'c/¡o / ld/>/lIIis/lmin;, 1.1. . B .... As . I'JM. t L KV ¡(I te l. p 
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gida entre los auto res que eran partidarios de la autonomía munidpal. 
Así, Fernando Albi, señala que para M Ollchet, Carmona Romay, 

Lehmann y Dana MontarlO, "los Munidpios autónomos poseen facultades 
legislativas en una esfera de p rivat iva compete ncia, no entendidas d icha!> 
fa<.:ullades en un sentido pura mente materia l o reglamcmario, sin() con un 
a lcance esencialmente forma l, d~ la l modt,1 que, como afirma el doctor 
Lchmann en el Congre!>o de Lisboa , la naturaleza legisJativ;;¡ de las mis­
mas t:S evidente porque 'en la esfera de la compt:lcncia pri vat iva de los 
Municipios son superiores a cualquier otras, sean de origen federa l, o es­
tatal'; añadiendo Carmona que dentro de la pt:'culiar esfera de dichas leye s 
'sólo están subordinadas sus normas a la Const itución v a lus acuerdos del 
Poder constÜuyenle, .. 8. ~ 

84, nota 55 bis, que "la doctri na que funda la distinciÓn de la ley en sent idO subs 
tancia' o mlllcrial y de la ley en sen tido formal , es de origen a\cmá ll ( .I r.l.lll''¡ FK. 
LABAND), y ha sido aceptada en h l'llia , y aun en FranCia por cmínentes jurislas 
como DUGU IT y llAl,;RIOL"~ . 

Para RIF.L'V\ "(uando se da la !loción de ley, este l"Unt.:c:ptu pUf.de lú ltl<HSC en dos 
<.Icepl'Íones dífe rentes, lo cual impo rta lInil distinció n prc\imin"r que conviene 
señalar. Tales acepciones $on: a) ley en sentidu mUlt'/';IlI. concepto objet ivo de la 
norma juridic~ ; b) ley en sentido form al. como un aCTO lexis latil'o que Tiene forma 
constitucional de ley. La distinción es clara. La ley en !o.en lido ma' l~ria l o suostan­
dal (criterio objetivo) está deTerminada por la IWlUralezo dI! la oCfi:.-ulad lid h ta­
do y o por la del ó rgano del cual ema na (crile no subjet ivo) .. . es ley en sentido for­
malla que s610 emana del Po<.ler legislativo, pero una le)' de tal naturaleza puede 
no contener norma jurídica; entonces es ley por la forma constiruci(wal que revis­
te" (p. 84). 
BIDART CAMPOS, ha criticado la conceptualización material de la funci6n legislativa 
~poT la emisi6n O producción jurídica de normas con carácter general yobligato­
rio", adhiriendo, en su luga r, a la lesis de LAIlA,r.;o y h ORtNI, que ca lifica de "la 
creación del derecho nuevo u originario, ° sea. en la producción jurídica il/lIt,ter­
minada en su contenido, porque entre ella y la constitución del Estado nO se inter­
pone ningún o tro p lano que la condicione" (COIlf. , UIDAH'I' CAMPOS, Cierm<Í n J., El 
Derecho Comtituáona' del Poder, Ediar, Os. As ., 1967, 1. 1. NQ 450 Y 45 1. pp. 354 Y 
355; Derecho CO/fSrilucional, Etliar, Ds. As., 1968,1. J, pp. 705 Y ss.). 

8 AlB!, Fernando, La Cri ... i.~ dl'l Municipali.rltJo , Ir-'.A L 11)66, p. '-19, do mJc l·ila a 
MOI 1CHIIT, c., Facultades legüla(il'as y n'~/amellf(Jri(ls de los Mwúcipio.f , trabajo 
presentado al Congreso Luso-I1ispano-A mericano-rilLpino de \1unkipios, cele­
brado en Lisboa en 1959, apanado de la revista "La Ley", Buenos Aires, 1954, pp. 
5,10,15,16 Y 19; CARMO:-lA R OMAY, AG., Faculwdt's /('gÚ"lativas y rrglamcmarias 
de los MUl1icipio~ , Cámara Municipal de Lisooa. Crónica do Congreso Hispano­
Luso-Aillericilno- Filipino de MunicipIOS. 11 Congreso Iberoame ricano. Lisboa, 
1959. p . 105; LEliMANl\". o.C A faclIl((Jdc legislativa dos Municipios brasilciros. 
Cámara Municipa l de Lisboa. C ró nica <.lo Congressú, op. cit. , p. 108; DA:-':A 
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En el dcn~cho urgcnI!!\o, (:nn posteriorida d , se han enrolado en esta 
p ostura dCSraC¡ldw; úlIls,ilucion l.distas, comu BidurI Campos9, y municipa­

listas, como H e rn á ndcl. y Zl,o.:hc rino, qut¡,;ncs han dicho que las ordenan­
zas son "la expres ión C'_lncret <l t-it:.' la pow!'tad normat iva de la inslilución 
municipal. En lal sem ido, conviene <Jdver!ir que las on.lenaru.as .. . son las 
resu !tante~ legislat ivas de ITmyM l!nt i t-h~d _ Pan¡ los casos en que presenten 
~(nllcmd(I :o. ,l.!,cnl.!r<dl's, Sl, índo]c u lt ima ser,¡ la propia de auténticas leyes 
locales. A! o.:clIHrarin, si ~,e nrCS¡;n la rcn pwvistas de finalidade 'j particula­
rist as, debcr<í n St~r lO nJ..',ous 'cu.al :JCl" fl S ;ldmini5Irm ivos"1O. 

EstílS op inill nc.:s doct rimwas tuvií.'rnn acogida en un falí o del Tribunal 
Su pt!rior ,-le .I uslidn de- CÓ l dt.~lm. en que el D r. Ap3ricio J;tlst u\'O que "el 
pode r municipal es, en pequéño, una reprodu ú :ió n del estado federnl y 
provincial En las materia~ q ue· cacn dentro de su jurisdicción, pueden 
eje rcitar una ve rdadera función legislati"'(1 de crl.!ación de derechos nue­
vos ... Cuando diclfln nnrmas en asu ntus de su competencia -comt"\ ocurre 
en la especie en lo relarjvo a impuc-slOs municipales- y !ales normos reú­
nelllos ingredientes tle gcncrultdad y obligatoriedad. nmstiluycn verdade­
ras manifest<lci one~ de un poder político y Icgislmi\'o 'i son propiamente 
lcy¡;s de carácter local. En este.; orden de ¡dens, c\,mo ya lo ha declarado 
reiteradamente este Tribunal, las nrdt'!nanzas dicwdas por las municipali­
dades denlro de la orbila de sus funciones !lO configur<m 8.clO$ administra­
tivos, sino attos legislativos fic caracte r coml1Jli.ll ajenos a la materia con-

MONTANO, 5.:'\1 . F(lCll i((/dl'_~ le¡;úiOlil'-;;;~dt' los Atw Jiápws. 0 r . Cit ., p. 120. 

9 Así, BtOART C"'MPÜS, Germá n .1 " Dcrt.'dw COfl!r,n flldollnf, oro el!.. pp, 544 Y 545. 
señala que "en dct erminadas mat erias llega a ejerci ta r una funció n legü;la uva de 
creación de 'de recho lluevo' .. Es to no vulnera 1(1 di visión de podt:rt:s. porque 
según explicamos .... el principio divis('Il'ie rige cxclusiv¡¡mente en el ámbito del 
poder del Estado; e l poder muni cip<l l no es ni el pode r de la prm-incia , ni el poder 
<.l e l E .. tado fedcrat; e$ el poder polh lCO d e=: una ent idad püblica distinta l.k ambos: 
por eso, en !>tI á mbIto propio puede investir pütcs tad legisfc ralllc sin in .... ad ir áreas 
aje nas, de la misma manera l"OlIlO la !!wisle la provi nC'ia de ntro de la federació n. F: 
ilrgumento de que sólo legisla el Congn:!>o o las legi sl;uuras rige para la ó rb ita del 
gobierno federal o del gobierno p rovi ncial; fuera de e lla!>, Je ninguna mílr\~ra. lo 
que quiere decir que extraprovint ialmente los munici pios pueden '1sutnir sus tres 
'poderes' sin vio lenta r el esquema sepa rati vo de la constituc ióll~ 

lO 
Z I JCCHERI NO, Ril'ardo M., Teoría)' Práctica del Di.'ft'ch(' M/lnln p<l l . Depaima, 

Bs. As ., 1986, p. 46; H t::H.SAl"OE/.., op. cit., t\Q 44. p_ 26. 
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tenciosoadministrativa en cuanto e~capan al alcance de esta jurisdic-
ción ... ,,11 . 

Pero la doctrina del caso "Promenade" va más allá de estos antece­
dentes doctrinarios y jurisprudenciales, ya que sostiene que la ordenanza 
es ley y no reglamento, aun cuando se tratab<l de un<l que no tenía carác­
ter general, abstracto, impersonal, ohjetivo () novedad jurigena. 

2) Por el contrario, la opinión de Jos administralÍvistas argentinos se incli­
naba por considerar que las ordenanzas sólo eran leyes "en sentido mate­
ría!", cuando tenían carácter general, tipificándolas, en tal caso, como 
verdaderos reglamentos administrativos. 

Bielsa dijo que "las ordenanzas son actos administrativos.. En el 
ejercicio del ius edicendi, o sea, de su poder reglamentario,,12 

Marienhoff enseña que la ordenanza, "en realidad, es un reglamento 
emitido por las municipalidades, por 10 que, considerada como fuente., la 
ordenanza tiene las mismas características que el reglarnento13

. 

Cassagne dice que "con el término ordenanza se denomina a los 
reglamentos o actos de alcance particular dictados por los órganos repre­
sentativos municipales (Concejos Deliberantes, Sala de Representantes, 
etc.) ... ,,14 

Para Linares "son leyes materiales dictadas por ciertos órganos admi­
nistrativos que disponen de algún grado de autarquía ... Todas ellas supo­
nen una base legal-formal, es deci.r, leyes del órgano legislativo que autori­
cen a dictarlas ... Las emiten los órganos deliherativos de las municipalida­
des con el mismo procedimiemo que las leyes del Parlamento ... Su impug-

11 Trib. Supo Just. OSrdoba, 30/10/72, Frigorífico Carnl?\'ali S.A. e/Municipalidad 
de C6rdoba, "J,A." 18-1973-624, 
En fecha 13/10/74 este mismo tribunal sostuvo que "las ordenanzas municipales 
constituyen por su naturaleza jurídica, órganos que [as dictan, materias que reglan 
y generalidad de sus disposiciones, verdaderas 'leyes' dentro del ámbito reducido 
del gobierno comunal y traducen el ejercicio de un poder político" (Comercio y 
Justicia, XIX-1l4 y Digesto Juridieo L.L., 2-VIll-16, sumo 7). 

12 BIELSA, Rafael, Principios de Régimen Municipal, Bs. As., 1930, p. 76. También 
en Cuestiones de Administración Municipal, Ss. As., 1930, p. 12. 

13 MARIENIIOFF, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Abeledu-Perrot. 
Bs. As., 1977, t. I. NQ 83, pp. 318 Y 319. 

14 CASSAGNF., Juan Carlos, Derecho Administrativo, Abeledo-Perrot, Bs. As., 
1983, pp. 132 Y 133. 
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Il ación puede dar lugar u pleitos de índole contenciosoadministrativa por 
su materia,,15 , 

Pero no se puede sostener que sülo en e l campo del Derc(,;ho Adml· 
nistrativo se haya sostenido esta postura , 

Por ejemplo, parece que I,egon comparte la opinión de Mengcr, 
4uicn estimaba inconveniente ddegllr e n el municipio la soberanía y el 
poder It:gislalivo, ya que e llo lIeva rí() ¡¡ un desmenuzamicnro como el de la 
Fdad Media; se lesionada la unidad de legislación con la atribución de 
poder legislativo en malcria dc hacienda, instrucdón'Austicia y defensa16

. 
Por su pane, Cabral, cita la opinión de Alberdi ,quien sostuvo que 

los municíp io!=- "no consl iluycn, no legislan: ellos administnm, es decir, 
ponen en ejecución las leyes y reglamentos que expiden Jos a llos poderes 
de las provincias, conforme a su Constitución". Cabra! critica el fall e 
citado del Tribunal Superio r de Justicia de la Provincia de C(¡ rdoba, so s~ 

teniendo que "en el eje rc.:icio de sus funciones y dentro de la esfera de 
compelem.i a que le han fijado 1::1 ConstilUción Provincial y la h::y orgáruca 
municipal , el municipio dk [a reglamentos o <l elOS administrativos genera~ 

les, comúnmente hajo la forma de ordenanzas, y si bien puede dárse1cs ,~l 

carácter de lt:y en sentido matcrial por su generalidad y obliga toriedad, 
e llo no significa en modo a lguno que pierdan su naturaleza de actos 
adminislralivos,,18. 

Para Bianchi, la naturaleza jurídica de una ordenanza dependerá (!~ 
lo que, en definitiva, dec.:ida el legislador provincia l, ya que si lo~ munici­
pios Carecen del p oder constituyente (autonomía), carecen también de 
capacidad para dicta r k..)'cs. "En la provim.ia de Bucno~ Aires, las munid· 
pa lidadcs, conforme a la Constitu ción vigente de 1934, no son Estado:.> 
municipales, ya que carecen de autonomía, siguen siendo aún (muy a 
pesar de lo que la Corte haya estahle,cido en 'Rivademar') delegaciones 

15 
LINARES, Juan F., DiTecho Admillistm ,¡,'u , ASlrea , 1986, NQ 67, p.84 . 

16 
LEGON , f austino l, AflIc·Proyeclo dl' COlls!iwcióll redactado por encargo del 

Gobierno de la Pro\'úláa de Melldoza , Ds. As. , 1943, pp. 462/63. 

17 Obras Completas , Ss. As., 1886, 1. V, pp. 53 Y 65. 

18 CARRAL, Jutio n., lmpu~}facióll de Icü' urdenanzas "Iwlicipales ¿Recurso COntl.'.'l 

cioso o demanda de inconstifllórmalidad?, "lA" 18·1973-624. 

569 



administrat ivas, de modo que sus ordenanzi.1S son reglam:.:niOS, y no 
leyes .. 19 . 

IV. NUEVO ESQUEMA DE LAS FO RMAS JUR IDICAS 
D E LA. ACTIVIDAD ESTATAL INTER NA 

Estimamos que una primera consecuencia , en el plano [córico, d~ la 
adopción de unQ U Illro cri lerio en IOrno a la mHuTale:;.:.! jurídica de las 
ordenanza5 municipales, se vincula con el diseñ o del w adro comúnmente 
aceptado para clasificar las formas jurídIcas de expresión de la acrividad 
del Estado, en el orden imerno. 

Lo expuesto exige aludir brevemente ti las fu nciones clásicas del 
Est<:tdo, esto es, la función legisla liva, jurisdicciom,t! y admínistra tiva 20. 

Según los aut ores citados. sería adm inislCativa tOda la actividad esta­
tal infraconslilucional que no es lcgislaliva ni jurisd icciunal. CO/lc .... pto este 
negat ivo o residua l. La función legislativa sería el dictado de normas jurí­
dicas gt;nerales, hecho por el Congreso o la Legisl:nura, de ~lCu crdo a l 
procedimiento ConstilUcionalrncntc previslO pa ra la fo rmación y sanción 
de las leyes. La función jurisdicciona l sería la decisión (;on fuerza dI.! 
verdad legal, de un litigio t) controversia, por parte de un 6rgano 
independiente del Estado (provincial o nacional) . 

En este esquema, así como la función legislativa es privativ<t del 
Pode r Legislativo, la jurisdiccional es exclusiva del Poder Judicia l. 

Por el contrario, la fun ción administrativa nI) ticm: un cOlltcnidil 
únü;o (pudiendo consistir en el dictado de normas jurídicas generales, la 
decisión no definitiva de controversias, o la simple actuación matcrial de 
agentes administrativos); y puede ser realizada por cualquiera de los 
órganos de l Estado e, inclusive, por persomts públicas no eslcHales (corpo­
raciones profesionales) o privadas (concesiona rios de se rvicios públicos). 

El esquema de las fo rmas jurídicas de la actividad estatal interna. 
entonces. sería el siguiente: 

19 DlANCHI, AlberlO B., El caso 'Pmmenodc' y la l/amada inderogahilidad singular 
dp. Ti'glamcmos en 1111 comrov{'rlidQ follo , "Re\!. Der. Adm.", Año 1. N" 2, pp. 390 Y 
391. 

20 E n este esq uema .seguimos las t n:.eñan'las de GORDILI.O. Agustín, Trmodo dt! 
Derecho Administrativo , Fds. Macchi, 1:Is. As., 1. 1, cap. VII ; SARMIENTO (jARCIA, 

Jorge H y PETRA R EC¡\RARREN, Guillermo M. , Ley de Procedimiento Administra­
tivo de MClldoza N Q 3.909, Eds. AuguslUs, M7.a., 1973. comentario al ano 1". pp. 
9/11. 
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Función Legislativa = 

Función Jurisdiccional "'-

Función AdminiHrativa = 

Ley 
Sentencia 

Acto 
Reglamento 

Conlmlo 
Simple;, Actos 

=- Organo Legislativo 

Organo Judicial 

:o:: Organo Legislativo 
= Organo Judicial 

=- Organo Ejecutivo 

Las dos primeras funciolles (1-'1. y FJ) serían mOllopólicas del Estado; 
en taoLo la tercera (FA) podría ser esrafal o f10 esfalal. 

Ahora bien, ¿cuál será la situación de las ordenanzas en este cuadro? 
1) Para quienes consIderan que las ordenanzas no son ley en sentido 

formal (ios autore.<; mencionados supra IlI-2), las ordenanzas importan 
siempre ejercicio de función administrativa, pudiendo adoptar la forma 
jurídica del reglamento ¡) del acto, según tengan efectos jurídicos genera­
les o individuales. El cuadro sería: 

Ordenanza Gcni.:ral = Reglamento = FA 
Ordenanza Particular = Acto = FA 

2) Para quienes exigen que las ordenanzas tengan carácter general 
para ser consideradas leyes (auttJres citados en nota 7), el cuadro s~ría: 

()rdenanzas Generales = Ley = FI 
Ordenanzas Particul;lrcs '= Actos = FA 

3) Pero hemos visto ya que la Corte en el caso "Promenade" va más 
allá, considerando que tenia sustancia legislativa (y, por consiguiente, su 
mismo régimen jurídico) una ordenanza particular. 

i.Significa esto que la Corte reputa a las ordenanzas siempre y en 
todos los casos como verdaderas leyes? 

La Corte dicta sus fallos para los casos concretos que le toca resolver. 
Nosotros pensamos que no puede llevarse la doctrina de "Promenade" lan 
lejos. 

Es cierto ~ue ]a Corte ha adoptado un criterio formal y no uno 
formal-material 1. Es decir, que las ordenanzas, sean generales o particu-

21 Como, por poner un ejemplo, lo han hecho IlERsAsDEz y ZLC·CHERINO. 

Seguimos en la conceptualización de "ley formal-material" a LINAI-tF..<;, op. cit., NQ 
40, p. 52, quien explica que "es la ley general dictada por el órgano legislatIVO: 
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lares, son para la Corte ley, en tanto emanen del órgano constitucional o 
legalmente predispuesto, y siempre que se hayan sancionado siguiendu el 
p,vc:edimiento parlamenta/lo en sus tres etapas: de iniciativa (o !onllu!acúín 
del proyecto), constitutiva (discusión y sanción del proyecto) y de eficacia 
(promulgación y publicación). 22 

Por el contrario, si un acto del departamento deliberante municipal 
que sólo se ha instrumentado como ordenanza, pero quc: su procedi­
miento formacional fuere el de un <Ido () un reglam~nto, fuere llevado a la 
Corte, no creemos que ésta pueda dade ni el carácter ni el régimen jurí­
dico propio de la k'y en sentido formal. 

Así, por ejemplo, no pueden ni deben ser reputadas corno leyc.' en 
sentido formal, aquellas ordenanzas que dictare el Concejo Deliberante al 
resolver los recursos de apelación interpuestos contra las decislOne~ del 
Intendente, que no se refieren a penalidades por faltas o contf8.vencioncs 
municipales (art. 149 de la Ley Organica de Municipalidades de Men­
daza). 

En estos casos no existe Ínicia[Íva, ni corresponde que se verifique la 
etapa de eficacia (promulgación o veto y publicación). La decisión, si se 
quiere, podría ser instrumentada como simple resolución, debiendo ser, 
posteriormente, notificada al interesado23. 

Así como hay casos de ordenanzas en que es cvidcntt.: que no esLamo~ 
ante leyes (ni en sentido formal ni en sentido material), nos quedan dudas 
si la Corte reconoce que los dcparwmcnlOs deliberativos pueden dictar 
verdaderos reglamentos adminisLraLivos (leyes sólo en ei sentido material 
del término). 

La Dra. Reiriz dice en el quinto párrafo del punto 7 del diCTamen que 
compartiera la Corte, que "en el marco del régimen municIpal estatuido 
por la Const. Prov. de Buenos Aires (SCCl:. 6, Cap. único) .. l:onstituye una 

Congreso, Legislatura, Parlamento." Para este aulor "la ley formal es la dictada 
por el 'órgano legislativo', pero con alcance individuaL" 
Nosotros preferimos, tal como vimos que lo hace DIELSA, la conceptualización 
amplia de ley fonnal (que comprende tanto el acto con alcance individual como 
general), por lo que sería un concepto genérico. comprensivo de las especics que 
LlNARF-'i denomina "ley formal" y "ley formal-material". 

22 Para las etapas del proceso de formación de la ley, vcr BIOAKl CAMPOS. 

Manual de Derecho CO!H·tiWcional Argentino, Ediar, Ds. As., 1980, NQ 952, p. 592. 

23 El art. 46 de la ley de procedimiento administrativo de Mendoza dice que los 
actos administrativos deben scr norificados al interesado; la publicación no suple 
la falta de notificación, salvo que se tralare de personas inciertas o cuyo domicilio 
se ignorare (supuestos del art. 152). 

572 



de sus atribuciones inherentes la de dictar ordenanzas y reglamen(()s (ans. 
181 y 183 inc. 6) .. . ,,24 

En conset:uencia, parece que la lógica del casu "Promenadc" puede 
llevarnos a replantear el concepto de función legislativa, ya que ésta se 
expresaría a través de tres clases de leyes en sentido hrma!: 1) las emana­
<.las del Congreso federal; 2) las t!manadas de las legisl • .lturas provinciales; 
y 3) las ordenanzas que dictan los Concejos Deliberantes municipales. 

Además, no interesa el alcance general o Pilrticultlr del acto. sino el 
órgano del cual emanan y, fun damentalmente, el proceso de formación de 
la voluntad estatal. 

Podríamos reemplazar el concepto dado de función legislativa, seña­
lando que es el dictado de normas jurídicas generales o particulares, 
hechas por el Congreso federal, las legislaturas provinciales o los Concejos 
municipales, de conformidad al procedimiento que el orden .iurídico esta­
blece para la formación y sanción de la ley en sentido formal. 

El esquema, según lo dicho. scría: 

Función l..egistaliva o::; Ley 
Ordenan:w 

= Ofgano Legislativo 
(federal, pravincial 

o munidral) 

Pero no roda ordenanza debe ~r tenida por ley en s~ntido formal, 
por el solo hecho de haberse instrumentado con tal nombre, quedando 
como único elemento determinante para ser tenida como tal que se hayan 
obSCIVado todas las etapas constitu tivas del proceso de formación de la ley 
(elemento proccdimenral). 

V. CONSECUENCIAS PRACTiCAS DE LA CONSIDERACION 
DE LAS ORDENANZAS MUNICIPA1. ES COMO LEY 

EN SENTIDO FORMAL 

Creemos que los casos comentados, en t:uaOiO reputan como verdaderas 
tt:ycs a las ordenanzas, resultan de una tra~cendencia práctica inocultable: 

24 Los subrayados nos pertenecen. La COnstit ución de Mendoza, en el ine. 6 del 
art. 200. dice que son alriburiones inhcl'cntes a las municipalid<ides dictar ~todas 
las ordenanzas y reglamentos, dentro de las atribuciones conferidas por esta Cons­
titución y por la Ley Orgánica de Mundpalidades" . 
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1) En cuanto al régimen jwidico de las ordenanzas, ya que es sabido 
que no es el mismo el de la 11.'Y y el reglamento25 , y menos, el de aquélla y 
el acto administrativo. 

Reglamento y acto guardan, en principio, una relación jerárquica de 
sumisión a las h..")'es, y no pueden contrauecirlas. Si lo hacen serán antiju­
rídicos26

. 

Las leyes (incluyendo, aho ra, también, las ordenanzas que importen 
el ejercicio de función legi$Jat iva), en cambio, pueden apart arse de otra 
anterior sin ser, por ello, ilegítimas: simplemente deroga la ley a la que se 
opone (lex postelior derogal pn'on} 

Asimismo, en el ejercicio de la función legislativa rige el crite rio por 
el cual la ley especial deroga a la genera l (la lpt:cialis deroga! generalis ). 

En cambio, en el ejercicio de la función administrativa rige el princi­
pio opuesto, esto es, el llamado de la inderogabilidad singular de los 
reglamentos . La doctrina y jurisprudencia administrativa sosriene, casi sin 
disidencias, que para poder dictar un a(,10 administrativo de alcance 
part icular que se aparte de una norma reglamentaria preexistente, es 
menester derogarla, modificarla o ínterpretarla en forma tal de permitir 

2S Aunque cabe reconocer que, tal como lo expresa MARII.i:"HOF1-' (Op_ cil.. t. l. N° 
64, pp_ 242 Y 243), ~ct 'rcglam~ nto' g9Z3 de las prerrogativas d~ la ' I~y'\ precisando 
que , como ésta, se presume conocido y no debe ser probado: tienen la misma 
fuerza y valor que las leyes que reglamentan, debiendo scr aplicados c interpreta­
dos de forma igual que éstas; su obligatoriedad e!<i1á condicionada a la publicación. 
comenzando el día que determinen o, si no lo hacen, a los ocho días siguientes al 
de su pu blicación (art. 2 del Cro. Civ.); y que pueden tener efectos retroactivos 
(an . 3 del Cód. e iv.). 

26 Cone.: GOROILLO. op. cit., p. VII-H . En conwl.. MARIENHOFF, up. CIt. , N° 64, 
pp. 243 Y S., quien sostiene que no puede darse en esta materia una regla fija: ~a 
veces la ley ocupará un plano o rango preeminente con relación al reglamento; 
otras veces éste lo ocupará respecfO a la ley ... En el primer caso eStán [os regla­
mentos de ejecución, que indiSCutiblemente han de subordinarsc a la ley que 
ejecutan; en e l segundo caso se encuentran los reglamentos que no dependen de 
ley alguna, sino que encuent ran su origen positivo en [a propia Constitución, por 
referirse a materias atribuülas por ta ConstitUCIón exclusivamente al órgano Ejecu­
tivo de gobierno: trátase de los reglame ntos ll amados 'autónomos', ' indepe ndi en­
tes' o 'constitudonalcs'." 
Para LINARP.s (op. cit., NQ 52, p. 65) "cualquiera que sea la especi¡; de n:.g[amento. 
éste se halla subordinado a la ley formal y fonnal-material... La única excepción es 
e l reglamento autóno mo dictado por el Poder Ejecutivo dc m m de su cumpden­
cia", salvo que no puede "implica r, en su conlen illo, in fracción a lIll ;'! ley válida del 
Parlamento ni afectación a la libertad jurídica individuaL" 
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que, junto a la regla general, coexista una (.'Xcep(..lón razonable, creada 
sobre datos objetivos, susceptible de ser utilizada por cuantos se encuen­
tren en la misma situación27. 

27 C f· f'· 1 .00: (IOKDIUO, op. cil, 1. L pp, V-SO/51 Y V 1-11: (ASSAGt-.·E, op. CII., ( ,pp. 
129 Y 130; DIEZ. \1anucl ~L DerecJ/o AdministtafÍvo, Omeba, Bs. As., 1%3, t. I, p. 
419; BARRA, op. C1\., pp. 12 Y 13; Cám. Nac. Adm. Fed .. Sala IV, 31/5/88, Mac­
dona, Federicu c/F.st. Nac., MitJi~l. de Defensa y Of,. considerando 5Q

, bol. ~E,D." 
del 27f9fRR. 
BARRA advierte que "si se ('()nsiderasc a lus Concejos Deliberantes como órganos 
legislativos (lo que en principio es aceptable en el caso de los municipios provin­
ciales) sus ordenanzas constituyen verdaderas leyes, por 10 que la derogación par­
tü:ular, por via normativa, de una norma de carácter general resultará un principio 
plenamente aplicable, argumento de! que ya había hecho mérito el Asesor de 
Gobierno Provincial... Distinta deberá ser la solución si se considera a los Conce­
jos Deliberantes como órganos admInist rativos que ejercen prcponderamcmente 
una actividad legislativa. En este caso, el órgano continúa incardinado dentro de la 
función legislativa, de manera glle, aún sobre la actividad legislativa, se aplican los 
principios propios de! Derecho Administrativo y dentro de ellos el de la inderoga­
hilidad singular del reg[an1eJ1To"." 
En cambio, BLA"CIII sosLie.ne en este tema una postura que resulta muy intere­
sante, por lo que vale la pena transcribirla, aunque sea parcialmente. Dice este 
autor: "a mi entender el principio de la inderogabilidad singular, a contrario de lo 
que establece muy autorizada dOdrina, con quien me pennito disentir respetuo­
samente. y a quien el dictamen de la Procuración sigue evidentemente, no rige tan 
sólo para actos normativos del poder administrador (sea éste nacional, provincial 
o municipal), sino que debe estar también estahlecida para actos legislafivos serictn 
.H.'1UlI, cualqUiera que sea la esfera jurídica de la cual provengan ... Todo Estado 
que se precie de respetar el ordenilmiento jurídico y [os principios republicanos, 
está sUjeto a la ley, y si hien tiene potestad de dictarla, carece , paralelamente. de 
faCultad para apartarse de ella ¡:udndo discrecionalmente quiera. La Constitución 
nacional consagra en el ar\. 16 [é.! regla de la igualdad ante la ley, que supone, 
necesariamente, la cxtcn~ió'1 igualitari<t de! ordenamiento jurídico a todas las per­
sonas que se hallen en igwde.~ sitll3ci'.:.nc:'.. De aUi que e.l órgano legislativo no 
puede <llterar, comu regla, e"te pnnclpio. Se puede apartar de él, en homenaje a lo 
que establece el me. 16 del art. 67, que si bien ha Sido mterpretado albrlma vez en 
fotma muy 3'11pii3 pur la Curte Suprema, no puede ser entendido de manera tal 
que se convicta en la puerta por donde ingrese el privilegio desmedido." 
"Desde este punro de \'iSla, no puedo compartir (pese a la autoridad de sus exposi­
tores) las opl'J!c,ncs :'.cgún la:; CUide" la inderogabilidad singular no alcanza a las 
leyes y anos de contemdu [egisjati~'o y si a lus reglamentos administrativos, pues 
;:1'eo que esrablt:cen una distilleión quc no se justifiea. Tanto está sujeto al orde­
n"micillo Jurídico el f\'der Ejecutivo y sus órganos <ldministrativos, como de igual 
manera lo está el C{)ngrc:~o, y ambos en dciiniliva deben conformarse al ordena­
miento juridico JX)r (;Jjo~ di\'ladll. pudiéndose apartar de él s610 cuando existan 
rélzones de excepción f'uiHÍih ias que así lo aconsejen. Pero estéis rélzones, a su vez, 
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2) Otra consecuencia práClica importanle, que se deriva de conside~ 
rar a las ordenanzas como de naturak-z3 legislativa, se vincula con sus 
medios de impugnación . 

Si bien en esta materia no se pueden establecer reglas generales, ya 
que debe estarse a las vías de impugnación concretamente previstas en 

no !ii610 deben consultar la conveniencia personal de qu ie n se favorece con el pri­
vilegio, sino que mediante la exención deben favorecer a la comunidad en 5U con­
junto. Tal CS, en derinitiva. la más sana inte rprelación del art. 67 inc. 16. de la 
C.onstitución .. . " 
·Si bien el Poder Ejecutivo ca rece de una norma similar a la del art. 67, inc. 16, no 
pueden caber dudas de que en ciertas oportunidades, tanlo el presidente como el 
resto de la administraci6n, ya sea nacional, provincial o municipal, pueden conce­
der excepciones a su normativa general, en aras del interés general. Ello procede 
de las facultades implícitas que todo poder tiene y que fueron admirablement e 
desarrolladas por la Cone norteamericana ... De modo que la ausencia de un a 
norma expresa que autorice a conceder excepciones o privilegios a la administra­
ción, no es óbice para que ésta pueda eliminar en ciertas ocasio nes el peso de la 
obligatoriedad general del reglamento." 
Pese a ello, este autor reconoce que no se puede establecer una igualdad enm: ley 
y reglamento, ~pues existe una marcada diferenciación que los distingue inconfun­
diblemente; pero sí, en cambio, están igualados en su sustancia material. Ambos 
constituyen nonnas genera les y abSlractas aplica.bll!s ;) un número indeterminado 
de casos. Como tales , el legislador (sea el legislador propiamente dicho o el iegis­
lader-administrador) traza un diagrama general, el ellal cOnsidera justo o acert ado, 
y que por regla gene ral !iiuele serlo, pero puede ocurrir que no se prevea en el 
momento de la sanción una sit uación especial 4ue no pueda ser abarcada por el 
ordenamiento gene ral, ° bien, aparen; p<>Slerio m1ente. en cualqu iera de los dos 
casos, la situación puede merecer una excepción al régimen gene ral. Aparece aquí. 
entonces, el problema de la m<illlamada derogabihdad singula r... en tales SupueS­
tos, tanto el poder administrador como el poder legislador pueden establece r 
exenciones al ~gimen particular que no fueron en su momento contempladas ... • 
"Por ello, creo que el 'principio de la ¡naplicabilidad singular' nge tanto pa ra las 
leyes como para los reglamentos. Pero, asimismo, dado un sisiema general de 
normas, éste sólo puede ser obviado frente a una situad ón de verdadera excepción 
que esté especialmente justificada , tanto en los considerandos previos al regla­
mento, como en el debate parlamentario de la ley." 
Por nuestra parte, no pode mos dejar de entuslasnlarnos ron el <\port e efec tuado 
por BIANCHI, aconsejando al lecla r su vincul?ción t:on la docl¡-ina clási,'a de la 
equidad, insinuada ya en la Amígona de SoFOt"I.FS, en los re tóricos, y e n Las Leye.~ 
de Pu..TON; y que fuvierl:l su primer expositor el1 ¡\RIS1'OTElE.'> (ve r Etica a Nicó· 
maco, lib. V, cap. X). 
Dado que el desarro llo de este tema excede e! propósit o del presente trahaj o, nos 
rcmitimo!ii al tratamiento que sobre este tópico realiza C:a rios Ignacio :-'1ASSINI, en 
Polftica-Derec/w-Equidad. Una conapción Realista de la Política y del Derecho. 
FAs. Jur. de Chile, Santiago, 1980. pp. 51 Y ss. 
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cada ordenamiento particular, cabe recordar los ya citados fallos del 
Superior Tribunal de la provincia de Córdoba, en los que se estableció 
que las ordenanzas, por ser verdaderas k-yes, no serían impugnables por 
vías contenciosoadministrativa, sino por medio de la acción de inconstitu­
cionalida~8. 

En el orden federal -si pudiera sostenerse la tesis de que las ordenan­
zas no son reglamentos sino leyes locales- la diferencia de vías impugnato­
rlas sería decisiva. 

Si son reglamentos, sin perjuicio de lo que más abajo se dice en torno 
al juicio de amparo, sólo procederían las vías de impugnación judicial pre­
vistas en el art. 24 de la Ley Nacional de Procedimientos Adminislrativos 
(Ley 195 49). 

En sede administrativa, el reglamento de Procedimientos Administra­
tivos permitía su impugnación por medio de recursos administrativos, 
si.~~re que la autoridad les hubiere dado, o comenzado a dar aplica­
clon 

En cambio, en el orden nacional, como principio general, las leyes 
sólo son cuestionables en orden a su constitucionalidad, por vía de excep­
ción (sea en una causa común o contenciosoadminist rativa). 

Por vía de acción, se ha aceptado, pese a Jo que dispone el 3rt. 2", inc. 
d), de la ley 16.896, excepcionalmente el cuestionamiento de "leyes, decre­
tos u ordenalW:l.s" de carácter general por el juicio de amparo, cuando la 
inconstitucionalidad resulta clara, palmaria o manifiesta. Podría, tambi~n. 

utilizarse la acción declarativa de certeza que prevé el art. 322 del 
CrCeN30 

28 Ver nota 11. 

29 Conf. : DRUMI, José R. , El acw administrativo. lEAL, Madrid, 1985, pp. 155 Y 
ss.; CASSACiNE, op. ~it. , p. 128; FlORINI, Bartolomé, Los netos adminisrraliw,s gene­
rales, SfJ impll~llación en la ky 19.549, ~ L.I... ~ 149-908, aunque debe lenerse pre­
sente que el art. 73 del Decreto 1.759/ 72 (reglamentario de la ley 19.549) ha sido 
modificado por el OecrelO 1.883, de fecha 17/ 9/ 91, pub. en el B.O. del día 
24/9/91. 

30 Sobre estos temas puede consultarse: SALGADO, AJí Joaquín , Juicio de amparo 
y acción de iJlconstiwcioJlalidad. Astrea. 1987, Rs. As., números 23 a 26 y 137, pp. 
58/71 Y 183/196; B]])ART C AMPOS, ¿flay en el ordeJl federal acción declarativa de 
ilf cQlIstiwcioJlalidad?, "E.U." bo l. del 18/6/87; MOREl LO, AuguSlo M., Previsiones 
e" tomo de la acció" mera declarativa de constitucionalidad en ei orden nacional, 
"13.0." bol. de l 18/6/87; DANJELF., Gustavo, La acción declarativa , "E.O." bol. 
18/6/87; VAf'OOSSI, Jo rge R., A cción de amparo y acción de ¡nconstitucionalidad en 
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Haciendo una breve referencia a la situación en el derecho público 
mendocino, estimamos que la diferencia de naturaleza de las ordenanzas 
no resulta tan relevante. 

Es que los artículos 48 y 144 inc. 3) de la Constitución hablan de "ley" 
y "leyes", "ordenanza" y "ordenanzas", "resoluciones o reglamentos", o toda 
otra "disposición contrarios a las prescripciones de esta Constitución ... " El 
arto 223, apartado 1, del CPC menciona "la ley", "reglamento u ordenanza" 
y la "resolución". Y la nota al mismo incluye tanto las normas generales 
como las particulares31

. 

En consecuencia, sea que se las considere como verdaderas leyes o 
como reglamentos administrativos, resultan igualmente impugnables por 
la acción local de inconstitucionalidad. 

Tampoco varía la cuestión en el proceso administrativo, en uno u 
otro supuesto. Si se las reputa leyes locales, ya que parece afianzarse la 
jurisprudencia de la Corte que acepta su cucstionamicnto por vía procesal 
administrativa, cuando se impugnan los aclos concrelos que les hubieren 
dado aplicación (casos "Marotta", "Sayavedra", cte.). 

Otro tanto ocurre si son meros reglamentos, ya que se ha dicho que 
"la exacta hermenéutica del citado art. 5 no es otra que la de ahrir cauce 
jurisdiccional contra el acto productor de efectos jurídicos generales, antes 
no impugnables, pero que, luego de ser aplicado, ha de impugnarse nece­
sariamente para que pueda ser viable la acción contra el acto concreto 
que es una consecuencia, sin perjuicio por cierto que el pronunciamiento 
judicial se limite a anular o 'confirmar' la disposición administrativa del 
caso concreto, subsistiendo la disposición general hasta tanto no sea extin­
guida por la vía que el ordenamiento jurídico-positivo establece32

. 

el Derecho Público Federal Argentino, "B.D." 99-794. En fecha 27/12/90, la Corte 
Suprema se ha ocupado de estos tópicos en los considerandos 4° a 14 del voto 
mayoritario, y 6° a 15 del voto del Dr. Julio OYHANARTE, en la causa P. 137-XXIlI, 
Peralta, Luis Areenio y 01. e/Esto Nac. (Mrio. de Economía-E.eRA.) s/amparo. 

31 Sin embargo, la jurisprudencia de la Suprema ['-<Jrte de los últimos años se ha 
dicho que "esta acción o demanda autónoma no es idónea para que los adminis~ 
trados cuestionen la validez de resoluciones administrativas que deciden casos par­
ticulares (normas individuales dc alcance singular); por el contrario. por vía de 
esta acción o demanda, se impugnan actos estatales normativos o de alcance gene­
ral" (L.S. 191~188; 201~73; 201-95; voto de la Dra. KEMELMAJER DE CARLUCCI en 
L.S. 206-16; y, más recientemente, su voto en la causa AUIOtranspones Andesmar 
e/Prov. de Mendoza p/Acc. Inconst.). 

32 SARMIENTO GARCIA, Proceso Administrativo, P.-ds. JuJ'. Cuyo, Mza., 1981, p. 22. 
En la nota 24 bis se aclara que "la mecánica es la siguiente: el acto administrativo 
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Tampoco en el juicio de amparo local varía la situación, ya que el 
artículo 5° del Decreto-Ley 2.589/ 75 dispone que "la acción de amparo 
procederá aun cuando el hecho, aclO u omisión (achado de arbitrario o 
ilegal encuentre sustento en una norma de carácter notoriamente contr(j­
ria a las Constituciones nacional o provincial. En tales casos los jueces 
deberán declarar la ¡nconstitucionalidad de la ley, decreto, reglamento u 
ordenanza que sirve de fundamenlo al hecho, acLO u omisión cuestio­
nado." 

3) También resulta de trascendencia la doctrina en trato, en cuanto 
se la vincule al plincipio de reselva de la ley. 

Recuerda Gordillo que "las alribuciones de regular los derechos indi­
viduales están conferidos por la Constitución específicamente a la ley 
(cuando dice el artículo 14: ... gozan de los siguientes derechos conforme a 
los leyes que reglamentan su ejercicio ... "), mientras que el reglamento 
tiene sólo una función secundaria y supletoria con respecto a la lel3. 

Si las ordenanzas t ienen nalur<tleza de reglamenlo, sólo pueden 
regular las materias de reselVa de la ley por delegación legislativa34. En 
cambio, tratándose de verdaderas leyes, sólo eSlán condicionadas por el 
reparto de competencias efecluado por el ordenamiento constitucional. 
Regirán aquí principios análogos a los que gobiernan la relación Nación­
Provincia. En supuestos de confliclos entre la ley municipal (ordenanza) y 
la ley provincial o ferlcrí:ll, prevalecerán las últimas siempre que hayan 
sido dictadas de conformidad a las atribuciones conferidas por la Consli· 
lución nacional o provincial (arg. del art. 31 de la C.N .). 

ejecuta o aplica el reglamento ilegítimo. Agotada la vía administrativa, se impugna 
en sede jurisdiccional tanlO la causa (reglamento) como el efecto (acto administra­
tivo de aplicación). El Tribunal se abstiene de aplicar la norma ilegítima (regla­
mento), aplicando la superior (ley) y, e n consecuencia , anula el aClO de ejecución, 
sin derogar por cierto el reglamento. No hay, entonces, d~cJarat:16n de ilegitiml· 
dad, anulación o derogación del reglament o, sino abslención de aplicar en el caso 
concreto el reglamento ilegítimo. Esto c::-. similar a lo q\le ocurre en el control de 
constitucionalidad ." 

33 GOKlJJLLO,Op cit. , p. VII- Il ; CAssA c;¡.m, op. clI ., p. 144; MARU::SHOFF, Tra · 
tf1do ... , op. cit. , t. J, N° 59, pp. 209 r s. 

:1-1 V 'd d I r' , , ' 10 er, en senil o concer antt' , a a IfIlUICIOIl de LINARES, Citada su pra, p. . 
También era la opinión dada por lltEL.<>A en las ohras que citáramos en nota 12. 
Pero, debemos advertir que los reglamen tOS delegad()s tienen las dificultades y 
límites propios de la llamada delegación lcgisiativil. Sobre el tema, ver BLA.NClII, 
Alberto B., La delegación legislativa. Tcm'ía de los reglamentos ddegados en la 
Administración Pública , Ahat.:o, Es. As., 1990. 
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VI. CONCLUSION 

Como hemos intentado poner de manifie510 a lo largo del presente tra­
bajo, la consagración por la Cort!! nacional de la doctrina de la naturaleza 
legislativa de las ordenanzas municipales resulta muy trascendente: 

1) Porque pone f in a un;:! vieja polémica del derecho público argen­
tino. 

2) Al mismo tiempo, abre algunos interesantes int e rrogantes en torno 
a la extensión que deba darse a la doctrina del caso "Pron1cnade". 

3) Por último. nos parece 4U(' resulta de trasccndenles consecuencias 
teÓr"icas y práctic<:ls. como ser, en orden a la conceptualización de la fun­
ri6n legis lativa y el cuadro de las forma :- jurídicas de m:.mifestación de la 
actividad interna del Estado; el régimen jurídico de las ordenanzas, sus 
medios de impugnación. la reglllación de las materias dI.! reserva legal. y 
las relaciones con las leyes dictadas por el Congreso nacional y las Icgisla­
lUlas provinciales. 
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